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    Introducción: El mercado y la privatización de la educación en Chile




    Cristián Bellei




    Si se mira la educación chilena en el concierto internacional, su rasgo más sobresaliente es su acelerado y extenso proceso de privatización. Esto es extraño, sorpresivo y hasta incómodo para muchos políticos y expertos chilenos en educación, porque en ningún programa de gobierno o discurso de inauguración del año escolar se ha dicho que privatizar la educación sea un objetivo prioritario. Cuando el gobierno de Pinochet emprendió su reforma en el nivel escolar1, se puso énfasis en la descentralización de la educación pública y en la eficiencia que se esperaba ganar financiando todas las escuelas2 con una subvención por alumno; cuando a inicios de los años noventa se decidió incentivar el cobro de aranceles a las familias extendiendo el financiamiento compartido, se dijo que era para ahorrar recursos públicos que se reasignarían hacia la educación de los más pobres; cuando a mediados de los noventa se decidió entregar recursos públicos para construir o expandir escuelas privadas, se dijo que era para compensarlas por la obligación que les imponía el Estado de extender su jornada escolar; cuando a mediados de la década del dos mil se aumentó el valor del voucher para los alumnos más pobres se dijo que era para corregir las diferencias originadas en los mayores costos asociados a su educación. Mientras tanto, la política educacional ha discutido apasionadamente sobre currículum, formación y perfeccionamiento docente, textos escolares, y –sobre todo– evaluaciones de alumnos y profesores. De privatización, prácticamente nada; simplemente ocurrió.




    Pero la generación espontánea no existe en estas materias. La clave para entender esta aparente disonancia está en el poderoso dispositivo privatizador que se instaló en la institucionalidad de la educación chilena a inicios de los años ochenta, en la forma de un gran experimento. Éste consistió en organizarla como un mercado. Una vez definido el carácter subsidiario del Estado y creados los instrumentos para echar a andar el mercado escolar, lo demás era cosa de tiempo. No es que las políticas posteriores fueran irrelevantes respecto de la privatización: el financiamiento compartido, los subsidios a la infraestructura privada, el aumento del valor del voucher de los más pobres, son todas políticas que facilitan la privatización. De no haberse aplicado, seguramente Chile tendría hoy más educación pública. Pero «la mano invisible» estaría igualmente haciendo su trabajo, sólo que con más paciencia.




    Por eso es importante poner en perspectiva histórica los debates actuales sobre la privatización de la educación chilena, para comprender bien la naturaleza completamente disruptiva de la reforma neoliberal de la Dictadura y devolverle el sentido a expresiones como «el carácter mixto» (público/privado) de la educación chilena. Apenas se organizó la República y emprendió seriamente la construcción de un sistema educacional (décadas del 1840 y 1850), la educación pública pasó a ser mayoritaria y dominante en Chile, situación que se mantendría durante todo el siglo XX y no se interrumpiría sino hasta inicios del actual siglo, precisamente como consecuencia de la reforma de mercado (Bellei y Pérez 2010). El consenso nacional históricamente alcanzado en torno a esta idea durante nuestra vida democrática era inequívoco, como lo era la idea de que la educación privada podía –bajo ciertas condiciones– colaborar con el Estado en la provisión de este bien público que es la educación. De hecho, la última reforma educacional realizada antes del quiebre de la democracia fue un claro ejemplo de esta perspectiva: la Reforma de Frei Montalva iniciada en los años sesenta mejoró las condiciones del apoyo público a las escuelas privadas (gratuitas y sin fines de lucro) y las integró plenamente al sistema educacional organizado por el Estado, pero privilegió decididamente a la educación pública en su impresionante programa de democratización educacional (Bellei y Pérez 2015). Antes de que los Chicago Boys sometieran a la educación al «disciplinamiento del mercado», Chile tenía un sistema mixto basado en la hegemonía de la educación pública, la libertad de enseñanza y la colaboración recíproca entre la educación privada y el Estado.




    Así, entonces, comprender el profundo desbalance que ha significado el sistema de mercado en favor de la privatización educacional, así como sus consecuencias para la educación chilena, es el objetivo final de este libro. El plan es el siguiente.




    El capítulo 1 –escrito junto a Xavier Vanni– provee el contexto general referido a la evolución de las políticas educacionales chilenas desde la reforma de mercado a inicios de los ochenta hasta el presente. El texto explica sintéticamente y analiza los contenidos principales de la reforma neoliberal, de la reforma educacional de los noventa y de los cambios institucionales iniciados con posterioridad al movimiento estudiantil de 2006. Ha habido bastante debate sobre si las políticas implementadas desde el retorno a la democracia cambiaron o no «el modelo» de mercado heredado de la Dictadura. Nuestra interpretación –en dos palabras– es que intentaron complementarlo, guiarlo, perfeccionarlo, pero no reemplazarlo. La dinámica institucional de la educación chilena ha continuado siendo regida por lógicas de mercado. Los límites de esta propuesta comenzaron a evidenciarse a fines de los noventa y a discutirse en el campo especializado a inicios de los dos mil, pero no sería sino como consecuencia de la Revolución de los Pingüinos, en 2006, que se volvería la visión dominante. Sólo los cambios institucionales que han seguido como consecuencia y las nuevas reformas comprometidas por el segundo gobierno de Bachelet –inspiradas en las demandas estudiantiles reforzadas por el movimiento de 2011– tienen el potencial de ser un punto de inflexión que detenga y eventualmente revierta la acelerada privatización de la educación chilena. Pero eso supone no sólo dictar leyes que controlen el mercado escolar, sino implementar políticas y programas que fortalezcan la educación pública y la protejan de éste.




    El capítulo 2 –escrito con Víctor Orellana– también es de contexto, pero ahora conceptual. A lo largo del libro utilizo frecuentemente las nociones de «educación pública», «educación privada», «privatización» y «dinámicas de mercado», pero estos conceptos no son siempre claros, ni en el debate público ni en el análisis académico; en este capítulo se provee definiciones sobre cada uno de ellos. Es correcto afirmar que internacionalmente hay cierta discusión sobre todos ellos, pero es necesario advertir que hay cuestiones más asentadas que otras. Qué es la educación pública y qué la educación privada son nociones bastante bien establecidas y –como argumentamos– por muy buenas razones: la educación pública es la provista por instituciones controladas y gestionadas por autoridades o agencias públicas, y la educación privada es la provista por instituciones privadas, no gubernamentales. Pero la realidad es bastante más compleja que las definiciones y eso es lo que intenta mostrar ese capítulo. Sobre todo, cómo interpretar la enorme multiplicidad de políticas y combinaciones público/privadas que existen en educación. En otras palabras, qué es y qué no es un proceso de privatización es mucho más difícil de decidir, porque en último término obliga a considerar los propósitos, los objetivos, los efectos potenciales de las políticas, y sobre todo eso no existe consenso. Nuestro análisis propone una gradiente en donde clasificar a las políticas como más o menos privatizadoras. En esa gradiente, la familia de políticas que conforman una reforma de mercado (competencia entre escuelas por alumnos/recursos, libre elección de escuela, desregulación del funcionamiento de las escuelas, apoyo a proveedores privados en condiciones equivalentes al sector público, financiamiento tipo voucher, entre otras) ocupan inequívocamente el primer lugar. Y Chile es el mejor caso conocido en el mundo.




    Los capítulos 3 y 4 se refieren, precisamente, a la experiencia internacional de políticas de privatización en educación. El primero –escrito con Carolina Trivelli– describe algunos de los casos más referidos en el mundo desarrollado de sistemas con fuerte presencia de proveedores privados (Bélgica y Holanda), así como iniciativas más recientes, más focalizadas y menos consolidadas (como Estados Unidos, Suecia, Canadá e Inglaterra). Además de un conocimiento en detalle de estos casos, lo que el texto muestra es la tremenda distancia que separa los casos más establecidos de Holanda y Bélgica, en donde la educación privada opera sometida a un régimen mucho más público que privado de funcionamiento, de la situación chilena, en donde se ha pretendido lo contrario: que las escuelas públicas operen con la lógica de organizaciones privadas. Los programas presentes en los demás países –cuyos sistemas se basan en el predominio de la educación pública– muestran la enorme complejidad de introducir políticas bien reguladas de privatización, sobre todo cuando se pretende que operen con lógicas de mercado. Todo esto obliga a recordar algo que se debe tener siempre presente al leer dicho capítulo y –sobre todo– al discutir en Chile sobre política educacional: que la inmensa mayoría de los países desarrollados no siguió los caminos de la privatización, sino que construyó (desde mediados del siglo XIX y durante todo el siglo XX) sistemas basados en el claro predominio de la educación pública. El segundo texto –escrito con Víctor Orellana– describe experiencias latinoamericanas de privatización educacional. En él se argumenta que mucho de lo referido como «privatización» en la región es discutible que lo sea (v.g., la descentralización en Argentina y Brasil, o el control basado en el desempeño escolar en Cuba) y que las formas más establecidas de apoyo público a la educación privada se han dado en una lógica tradicional (como en el Chile pre–1980, o la red de escuelas jesuitas Fe y Alegría, que también se analiza), no de mercado. Así, sólo un par de programas muy acotados en Colombia y la radical experiencia chilena asoman en América Latina como ejemplos de política de abierta privatización educacional. Por cierto, también ocurre una especie de privatización de facto, cuando –como en el caso de Haití– un Estado poco consolidado es incapaz de proveer servicios públicos a su población, como ocurría en Chile en 1840.




    Establecido ya el marco conceptual y de políticas, y ubicado Chile en el contexto internacional, el resto del libro se concentra en estudiar cómo nos ha ido con el experimento de organizar y hacer funcionar nuestro sistema educacional como un mercado. La crítica más común que se hace a estas políticas es que no promueve la equidad educacional y que más bien podría lesionarla. En el capítulo 5 se revisa la evidencia existente para evaluar este aspecto en el caso chileno; por cierto, la conclusión no es positiva. Es claro que algunos promotores de las políticas de mercado en educación podrían interpretar esos estudios como evidencia de que se necesita introducir regulaciones e incentivos para «corregir las fallas de mercado» que se producen. La interpretación que se hace en dicho capítulo es distinta; lo que se afirma es que la pretensión original de este paradigma es errada, a saber, que es posible usar las influencias desiguales y desigualadoras de las familias (profundamente interesadas todas ellas en dar a sus hijos las mejores oportunidades educacionales) como motor y criterio rector del sistema educacional, para que ésta produzcan calidad y equidad. En otras palabras, que desatar el interés privado de padres y empresas educativas producirá el bien común en educación.




    El capítulo 6 profundiza en el asunto de la equidad educativa, abordando una de sus dimensiones más debatidas en el mundo y, en el último tiempo, en Chile: la segregación de las escuelas. Aunque hay varias perspectivas para analizar críticamente la segregación escolar, en este capítulo se elabora una de ellas: su potenciamiento de la inequidad por la vía de lo que se conoce como los «efectos de los compañeros» en educación. Ciertamente, como ahí se explica, el problema de la segregación escolar es mucho más amplio que el de la privatización y las políticas de mercado, pero hay buenas razones para argumentar que éste adquiere un carácter particularmente agudo cuando las escuelas deben competir entre sí para financiarse, cuando deben captar las preferencias de las familias para sobrevivir, cuando son ordenadas públicamente en rankings de logro escolar, cuando pueden seleccionar arbitrariamente a los alumnos y familias que educarán, y cuando pueden cobrar por sus servicios (Valenzuela, Bellei, De los Ríos 2014). Alguien puede perfectamente afirmar (como algunos lo hacen) que considera irrelevante el asunto de la segregación social de las escuelas, pero es difícil sostener que uno está preocupado por la igualdad de oportunidades en educación (aún en el sentido más liberal del término) y al mismo tiempo despreciar el problema de la segregación escolar. Es lo que sentenció hace ya sesenta años la Corte Suprema de Estados Unidos (Brown vs. Board of Education, 1954), refiriéndose a la segregación racial, declarando inconstitucional la doctrina de «escuelas separadas pero iguales» y afirmando que una educación segregada es intrínsecamente desigual. El fallo fue 9–0 (por cierto, los jueces eran todos blancos).




    Los capítulos 7 y 8 abordan otra dimensión de la privatización bajo lógicas de mercado: la pretensión de que las escuelas privadas tienen ventajas competitivas sobre las públicas, producto de un mejor desempeño académico y una mayor capacidad de innovación. La visión extrema al respecto la representa la idea de que, si las escuelas se organizan como entidades con fines de lucro, desplegarán con mayor fuerza estas ventajas competitivas, destruirán la competencia de las ineficientes e ineficaces escuelas públicas, y eventualmente de las tradicionales escuelas privadas religiosas o filantrópicas. El capítulo 7 evalúa la evidencia disponible para sostener esta postura optimista de promoción de las escuelas con fines de lucro, tal como se ha hecho en Chile. En efecto, una parte importante de las predicciones de sus promotores se ha cumplido: la privatización educacional chilena ha sido liderada por las escuelas con fines de lucro. Lo que este capítulo muestra es que el resto de las promesas han quedado pendientes, por cuanto ni la calidad, ni la equidad, ni la innovación educativas parecen haber aumentado como consecuencia de este creciente predominio de la educación con fines de lucro en el país.




    No es fácil evaluar si la privatización realizada con una lógica de mercado ha aportado a un mejor desempeño de los estudiantes chilenos, incluso en su sentido más restrictivo de logro académico. Una forma básica de hacerlo (la más usada por la investigación científica en Chile) ha sido comparar los resultados de aprendizaje de los alumnos que asisten a escuelas públicas y privadas, considerando que si los estudiantes de escuelas privadas superan a sus pares de escuelas públicas, al menos hay razones para apostar por la privatización. Pero esta lógica de razonamiento tiene muchos problemas. Por ejemplo, podría suceder, que las escuelas privadas tiendan a instalarse precisamente en los lugares en que les puede ir mejor, y una ventaja suya no sería extrapolable al resto del sistema; o podría ser que las escuelas privadas decidan educar sólo a los alumnos que les plantean menos dificultades para hacerlo, dejando a las escuelas públicas con una tarea más difícil; también podría ocurrir que las dinámicas de mercado sólo redistribuyan a los alumnos sesgadamente entre las escuelas y aunque todos aprendieran lo mismo que antes, la segregación haga aparecer a algunas escuelas como más efectivas que otras por un simple efecto de la distinta composición de sus alumnos; incluso podría ocurrir que al agruparse los alumnos con mejores recursos familiares o con mejor desempeño previo, éstos sí aprendan más que antes producto del mencionado «efecto de los compañeros», pero no de una mejor educación de sus escuelas (por cierto, esto ocurriría además a costa de un perjuicio de sus ex compañeros más desaventajados). Más aún, podría ocurrir que si las escuelas saben que serán evaluadas y rankeadas en el mercado por los puntajes de sus alumnos en un test (por ejemplo el Simce o la PSU), concentren todos sus esfuerzos en entrenar a sus alumnos para rendir ese examen, desatendiendo otras dimensiones igualmente importantes de la formación, con lo cual los estudios de logro académico basados en estas pruebas incluso podrían perder su validez. Por cierto, podría ser que para las escuelas privadas sea más fácil alinearse en torno a estos tests, apareciendo artificialmente como más efectivas. En fin. Existe evidencia para afirmar que todos estos ejemplos son en alguna medida aplicables al caso chileno.




    Pero los estudios científicos han procedido comparando la efectividad en el logro académico entre escuelas privadas y públicas en Chile. Por cierto, los investigadores son cada vez más conscientes de estas limitaciones y, conforme ha habido mayor disponibilidad de datos, han ido aplicando diseños y técnicas estadísticas más sofisticadas. El capítulo 8 revisa críticamente parte de estas investigaciones y muestra cómo éstas pueden afectar significativamente los hallazgos y las conclusiones, tendiendo a perjudicar a las escuelas públicas3. Esto es así principalmente por dos razones. La primera es que los alumnos que asisten a escuelas privadas tienden a provenir de familias de mejor condición socioeconómica y de mayor capital cultural, produciendo escuelas crecientemente segregadas. Esto da una ventaja comparativa (no «competitiva») evidente a las escuelas privadas. Los académicos han intentado de diferentes maneras corregir esto para hacer sus comparaciones más justas, pero no existe una forma que garantice que este sesgo haya sido eliminado. La segunda es que las escuelas privadas aplican masivamente mecanismos de selección de alumnos/familias en los procesos de admisión y luego de expulsión selectiva durante la carrera escolar (en la educación pública –especialmente en algunos liceos– estos mecanismos también se aplican, pero en una medida incomparablemente menor), procurando educar a los alumnos con mayor potencial académico o con mejor desempeño demostrado. Eliminar este sesgo adicional para hacer comparaciones justas entre escuelas es prácticamente imposible. La paradoja que muestra este capítulo es que, aunque sólo sea aplicando algunos procedimientos reconocidamente insuficientes para corregir estas ventajas artificiales («competencia desleal» se le podría denominar para usar la nomenclatura de mercado), en promedio, las escuelas privadas demuestran no ser más efectivas que las públicas, e incluso podrían ser menos efectivas. A decir verdad, este hallazgo es consistente con mucha investigación internacional de países desarrollados y de América Latina, literatura que a lo largo del libro se comenta.




    Finalmente, si los capítulos 5 al 8 se concentran en el análisis académico del paradigma del mercado en educación, el capítulo 9 gira hacia su crítica social: el movimiento estudiantil. Dado que el libro se refiere al sistema escolar y no al universitario, el texto se concentra en la Revolución de los Pingüinos de 20064. El movimiento estudiantil tiene un doble interés para este libro. Por una parte, expresa un malestar ciudadano con algunos de los efectos y la inspiración general de las políticas de mercado en educación. Los estudiantes secundarios pusieron en discusión elementos constitutivos del sistema escolar chileno, cuyas raíces rastrearon (con o sin razón, ese es otro asunto) hasta la reforma neoliberal de los años ochenta. Así, lograron dar un profundo sentido ético a su crítica: los valores democráticos e igualitaristas en educación no podían quedar confiados a las estructuras institucionales creadas por la Dictadura. Por otra parte, como se muestra en el capítulo 1, el movimiento estudiantil de 2006 ha tenido un profundo impacto en los cambios institucionales y regulatorios de los últimos años, e inspira el actual programa de gobierno, cuyo objetivo declarado es «sacar a la educación del mercado». No existen muchos casos en el mundo de protestas de estudiantes secundarios de las que se pueda decir lo mismo.




    A pesar de la crítica que el lector encontrará respecto de la privatización educacional chilena de las últimas décadas, es importante aclarar que éste no es un libro «contra» la educación privada. Si algún propósito tiene en ese sentido, ése es mostrar que organizar el sistema educacional bajo una lógica de mercado es profundamente incompatible con el compromiso por la equidad en educación y demostradamente ineficaz para el objetivo de mejorar la calidad educativa. La educación privada puede cumplir un rol muy importante y valioso en el sistema educacional chileno, pero –a mi juicio– a condición de que se la distancie de las dinámicas de mercado. Por cierto, el libro también muestra (y ése sí es su propósito central) que los principios más fundamentales de la educación pública (calidad, equidad, pluralismo, no discriminación, integración) son inevitablemente lesionados cuando se la somete a las dinámicas del mercado.




    




    

      

        1 Este libro se concentra en el nivel escolar, es decir, primario y secundario, pero no aborda el estudio de la educación postsecundaria (universidades, institutos y centros de formación técnica). Por cierto, mucho de lo acá discutido se aplica también a ese nivel, pero existen algunas diferencias importantes entre ambos.


      




      

        2 A lo largo del libro se emplea la palabra universal «escuela» para referirse a toda institución proveedora de educación.


      




      

        3 Aunque a lo largo del libro presento varios estudios recientes, he creído oportuno incluir esta investigación porque ella mostró tempranamente el impacto de factores que adquirieron centralidad en el debate que luego sobrevino, como la selección de alumnos, la segregación y el efecto de los compañeros, en las comparaciones entre escuelas públicas y privadas.


      




      

        4 Para un análisis en profundidad y en este mismo sentido sobre el movimiento estudiantil universitario de 2011, ver Bellei, Cabalín y Orellana 2014.


      


    


  




  

    1. Evolución de las políticas educacionales en Chile: 1980-2014




    (con Xavier Vanni)




    Este capítulo es un ensayo de ordenamiento e interpretación acerca de la evolución de las políticas educacionales implementadas en Chile desde 1980. Consta de seis partes. En la primera se analiza la reforma de mercado de los años ochenta; en la segunda, la estrategia de programas de mejoramiento de inicios de los noventa; en la tercera, la reforma educacional de la segunda mitad de los noventa; en la cuarta, la crisis en torno al impacto de la reforma que se desencadenó el año 2000 y la posterior reorientación de la reforma educacional; en la quinta parte, lo que se ha denominado recientemente la nueva arquitectura de la educación chilena, y finalmente, en la sexta parte, la agenda de transformaciones que se ha comenzado a discutir en el país recientemente.




    La conclusión general es que se trata de un periodo de enorme actividad en el campo de las políticas educacionales en Chile, con una fuerte ruptura respecto del pasado y una evolución compleja a lo largo de más de tres décadas, en donde diferentes orientaciones de política han configurado un escenario en el que el Estado se esfuerza por definir y desempeñar un rol cada vez más relevante, en el marco de un sistema cuyo funcionamiento y organización está fuertemente regido por dinámicas de mercado. Actualmente –como consecuencia de masivos movimientos estudiantiles– las políticas educacionales chilenas enfrentan una encrucijada compleja al querer abandonar esta lógica de mercado como modo básico de regulación del campo.




    1. La reforma de mercado (1980-1989)




    Durante los años ochenta, Chile emprendió uno de los más radicales experimentos en materia de política educacional que se conozcan en el mundo: reformó a escala nacional su sistema escolar para orientar su funcionamiento por una lógica de mercado. La radicalidad de esta reforma, que en pocos años terminó con el sistema escolar basado en el Estado Docente –que el país había construido desde mediados del siglo XIX– resulta asombrosa (Bellei y Pérez 2010). Una breve revisión permite aquilatar lo dicho.




    En primer lugar, acabó con la provisión de educación por parte del Estado nacional, traspasando dicha responsabilidad desde el Ministerio de Educación a las municipalidades. Esto determinó además una radical descentralización de la administración educacional. En segundo lugar, promovió la expansión de la educación provista por entes privados


    –instituciones o personas naturales con y sin fines de lucro– mediante el acceso al financiamiento estatal en igualdad de condiciones que las escuelas y liceos públicos, y la exigencia de mínimos requisitos para abrir establecimientos y acceder a dicho financiamiento público.




    En tercer lugar, promovió la competencia entre las escuelas por captar las preferencias de las familias –expresadas en la matrícula de sus hijos–, principalmente mediante la implementación a escala nacional de un sistema de financiamiento tipo cuasi vouchers, bajo la forma de un subsidio per cápita por alumno asistente. Para que las familias tomasen decisiones más informadas y pudiesen comparar entre las escuelas antes de elegir, se creó un sistema de medición de resultados de aprendizaje (SIMCE), aunque esta información sólo se haría accesible a la ciudadanía hacia mediados de la década siguiente.




    Finalmente, liberó a los proveedores de educación de obligaciones consideradas esenciales en la mayoría de los sistemas escolares tradicionales: desreguló la profesión docente, terminando con el estatuto laboral especial; al mismo tiempo, flexibilizó el currículum nacional, dejando grandes espacios para que las escuelas diferenciaran su oferta creando proyectos educativos heterogéneos.




    Cada una de estas «medidas» sería por sí misma una política enormemente novedosa para cualquier sistema escolar tradicional; todas juntas fueron una revolución para el sistema chileno, quizás sólo posible bajo las excepcionales condiciones de la dictadura militar (1973-1990).




    La idea de introducir el mercado como mecanismo regulador de la oferta y la demanda de educación escolar encuentra sus fundamentos en la crítica institucional al sistema estatal de provisión de un servicio público. Para sus promotores, las escuelas públicas no pueden desarrollar las características de las escuelas efectivas porque se encuentran ahogadas por la burocracia estatal y los conflictos políticos de variados y contrapuestos grupos de interés (Chubb y Moe 1997).




    La reforma de la educación basada en el mercado fue promovida no tanto como un dispositivo de expansión escolar –de hecho, la educación básica tenía cobertura casi universal y la educación media venía experimentando un fuerte proceso de expansión desde los años sesenta (Bellei y Pérez 2010)–, sino de mejoramiento de su eficiencia y eficacia, es decir, su calidad.




    La lógica del argumento es simple, aunque de enorme potencial transformador: las familias debiesen tener la mayor libertad posible para elegir la escuela de sus hijos; las escuelas, a su vez, debiesen competir abiertamente por captar la mayor cantidad de alumnos; las escuelas que no logren atraer a las familias debieran volverse financieramente inviables y cerrar, o bien reaccionar mejorando la calidad de su servicio y logrando, así, volverse competitivas en el mercado escolar. Esta dinámica virtuosa de competencia generaría a la larga un mejoramiento de la calidad educacional y un aumento de la eficiencia en la gestión escolar.




    Nótese que, llevado al extremo, en este esquema no existe un concepto de «calidad educacional» diferente del que la propia dinámica de la oferta y la demanda impone: calidad es lo que más familias prefieren. Esta visión tautológica de la calidad no acepta criterios externos, porque confía en la sabiduría de la autorregulación del mercado y las preferencias de las familias.




    La reforma de los años ochenta fue enormemente exitosa desde cierto punto de vista: aumentó rápida y significativamente la participación de los proveedores privados en el sistema educacional chileno. Mientras en 1980 las escuelas privadas educaban a un 22% de los niños y jóvenes de educación básica y media, en solo pocos años alcanzó el 40%, y el 2013 había alcanzado más del 60%. Es decir, en la actualidad, la gran mayoría de los estudiantes chilenos asiste a escuelas privadas (Mineduc 2014).




    Sin embargo, la evidencia disponible acerca de los efectos en términos de logros de aprendizaje de los alumnos –el concepto de calidad que mayoritariamente poseen los tomadores de decisiones y los académicos– es insatisfactoria. La calidad general del sistema escolar no parece haberse elevado como consecuencia de estas reformas. Por otra parte, las escuelas privadas subvencionadas no han demostrado ser, en promedio, más efectivas que las escuelas municipales en lograr aprendizajes en lectura y matemáticas en sus alumnos (Hsieh y Urquiola 2006; Bellei 2007). Todo esto, en un contexto de baja calidad general del sistema escolar chileno. Finalmente, existe evidencia que sugiere que la aplicación de este modelo de mercado en educación ha aumentado la segregación socioeconómica de las escuelas y liceos, y la inequidad educativa (Mizala y Torche 2010; Contreras et al. 2010, Valenzuela et al. 2014).




    2. Programas de mejoramiento educacional (1990-1995)




    La recuperación de la democracia en 1990 generó un contexto sociopolítico de grandes esperanzas, pero también de enorme tensión e incertidumbre. La reconciliación nacional y la normalización del funcionamiento de las instituciones públicas fueron las preocupaciones centrales de las autoridades. No hubo espacio para plantearse iniciativas de reforma educacional que implicaran cambios institucionales mayores al sistema escolar heredado. Una consideración central a este respecto fue la clara conciencia de que una agenda de reformas institucionales en educación poseía un potencial de conflicto político inmenso: el último Gobierno democrático se había visto envuelto en una agresiva disputa alrededor del proyecto de la Escuela Nacional Unificada (ENU) (Núñez 2003); a su vez, la modernización de la educación de los años ochenta –como se le llamó– fue llevada a cabo con la oposición del profesorado y las fuerzas políticas fuera del Gobierno. La educación chilena acumulaba dos décadas como campo de batalla.




    Ciertamente, para impulsar una reforma institucional del sistema escolar primero hay que convencerse de su necesidad. En este aspecto se hizo cada vez más evidente que la coalición gobernante estaba internamente dividida. Algunos –que podríamos definir como más próximos a la tradición del Estado Docente– tenían la expectativa de que una especie de contrarreforma devolviese las agujas del reloj y se recompusiera lo que denominaban el sistema nacional de educación pública. Otros, en cambio, que podríamos caracterizar como más liberales, valoraban varios de los componentes del nuevo sistema escolar: la municipalización fue vista como un paso positivo de descentralización; la introducción del subsidio per cápita, como un mecanismo eficiente de asignación de recursos; y la promoción de las escuelas privadas, como una fuente de innovación para el sistema escolar.




    La falta de convicción acerca de la necesidad de una reforma institucional mayor, unida al clima de transición orientado hacia la pacificación de la arena pública, determinó la mantención del statu quo en ese orden. El único aspecto en el cual durante este periodo se realizó un cambio estructural fue la promulgación del Estatuto Docente, que establecía una regulación especial para los docentes, especialmente de las escuelas municipales. De hecho, durante media década se evitó hablar de «reforma educacional»: se trataba sólo de «mejoramiento continuo» (Picazo Verdejo 2013).




    Es en este contexto que surgen los programas de mejoramiento de la calidad y la equidad de la educación. Por supuesto, los programas de mejoramiento son mucho más que un ejercicio de pragmatismo en la política educacional en un escenario tan complejo como el indicado. Ellos responden a una nueva convicción: si el corazón de los procesos de enseñanza-aprendizaje late en la escuela, es en ella donde la política educacional debe poner el énfasis.




    El primer programa de mejoramiento, iniciado en marzo de 1990, fue el Programa de las 900 Escuelas (P-900), cuya población objetivo fueron las escuelas de zonas urbanas a las que asistían alumnos pobres y que obtenían los más bajos resultados de aprendizaje. Luego, en 1992, se iniciaron los programas MECE-Básica y MECE-Rural. El MECE-Rural focalizó su trabajo con las escuelas uni, bi y tri–docentes, es decir, escuelas multigrado en que alumnos de diferentes cursos comparten las horas de clases en un mismo aula. El MECE-Básica, más complejo en su diseño y de mayor envergadura que los anteriores, combinó estrategias focalizadas con intervenciones de cobertura universal. En 1994 se inició el MECE-Media, que cubrió gradualmente al conjunto de los liceos del país. Este fue complementado luego por el programa Liceo Para Todos, intervención focalizada en los liceos que atendían a población escolar más pobre y de más bajos resultados, y cuyo propósito central fue disminuir la deserción escolar (García-Huidobro 1999; Cox, 2003). Por cierto, esta lista no es exhaustiva, pero permite apreciar la enorme capacidad de innovación y gestión del Ministerio de Educación para diseñar e implementar programas de mejoramiento escolar durante los años noventa.




    Los programas de mejoramiento son diversos no sólo en sus poblaciones atendidas, sino en muchos aspectos de sus objetivos y estrategias de intervención, incluyendo los tiempos y actores involucrados. Sin embargo, es posible identificar algunas características comunes que de alguna manera definen la novedad, el aporte específico de este tipo de política educacional.




    La primera característica ya ha sido mencionada: se trata de intervenciones destinadas a desplegarse en el trabajo escolar; su unidad central de cambio es la escuela. Los programas contienen una propuesta de trabajo docente, una nueva forma de relación pedagógica y, más en general, de gestión de la pedagogía en la escuela y el liceo. Los programas no modifican reglas, normas ni instituciones: intentan modificar la experiencia escolar cotidiana de profesores y alumnos.




    




    Una segunda característica es que los programas crean dispositivos de trabajo colectivo en los establecimientos educacionales, orientados a darle mayor densidad al trabajo de reflexión, diseño y gestión técnico–pedagógica. La estrategia más utilizada fue instaurar talleres de trabajo regular de los profesores, que buscaban promover el aprendizaje entre pares, servir de instancia de desarrollo profesional docente.




    Una tercera característica que podemos identificar es el énfasis puesto en la diversificación de los recursos de aprendizaje utilizados en la escuela y el liceo: la lucha contra el monopolio de la tiza–pizarrón y el dictado fue casi una cruzada librada por los programas de mejoramiento. La introducción de diferentes recursos de aprendizaje en el trabajo escolar tenía propósitos más amplios que la simple difusión de nuevas tecnologías; remite a la diversidad de estilos de aprendizaje y motivaciones de los alumnos; también se vincula con una noción más compleja del currículum y el intento de desarrollar habilidades intelectuales de orden superior.




    Existe evidencia de peso que indica que los programas de mejoramiento fueron relativamente efectivos en generar algunos de los procesos de cambio escolar que propiciaban, como instalar prácticas de trabajo colectivo docente, equipar los establecimientos con nuevos recursos de aprendizaje y diversificar las metodologías de enseñanza, especialmente por la vía del uso de dichos recursos en la sala de clases (Bellei 2003; Sotomayor 2006). La evidencia respecto del impacto de estos programas en los resultados de aprendizaje de los alumnos de las escuelas y liceos participantes es menos clara y concluyente. Si bien en general las escuelas que participaron en los programas mejoraban más que el resto de los establecimientos, el nivel de impacto sería relativamente pequeño y poco sustentable (Chay et al. 2005; Bellei 2003). Estos programas no parecen haber tenido un efecto positivo a gran escala y acumulativo, puesto que los indicadores de aprendizaje de los alumnos, promedio a nivel del país, tendieron a mantenerse estables por casi una década.




    Vistos en perspectiva, los programas de mejoramiento educacional de los años noventa abordaron los problemas de calidad y equidad educativas mediante una combinación de inversiones y estrategias que intentaban reponer un rol activo del Estado en el marco del sistema de mercado configurado en los ochenta, en lo que algunos llamaron una «tercera vía» (Cox y Lemaitre 1999). Los programas, aunque mejoraron algunas escuelas, no lograron impactar al conjunto del sistema escolar de un modo significativo. Ellos tuvieron sin duda limitaciones en su diseño e implementación –como, por ejemplo, la falta de claridad acerca de cómo transferir al aula las nuevas orientaciones pedagógicas, y ser relativamente estandarizados y rígidos–, así como en la magnitud de recursos (Mena y Bellei 1998; Raczynski y Muñoz 2007). Sin embargo, también su efectividad se vio limitada sensiblemente porque operaron en contextos institucionales que no eran capaces de modificar y que, muchas veces, jugaban en contra de los cambios requeridos. Entre ellos se puede mencionar la calidad de las condiciones de trabajo de los docentes, la organización y gestión de las escuelas, la confusión de responsabilidades entre actores y las dinámicas de segregación y competencia que «dañan» a algunas escuelas, especialmente a las que atienden a alumnos más vulnerables (Bellei y Mena 1998). De hecho, las mismas políticas evolucionaron hacia intentos por modificar aspectos más estructurales del sistema escolar: había llegado el tiempo de la reforma educacional.




    3. La reforma de la calidad y equidad educacional (1996-2005)




    A mediados de los años noventa el país comenzó a mirar más hacia el futuro que hacia el pasado, y la educación, por tanto, tomó su sitial en el centro del escenario. Se trataba de fijar una agenda ambiciosa de políticas que impidieran la repetición de la historia de Chile del siglo anterior como un «caso de desarrollo frustrado» (Pinto 1971). Como en aquellos análisis, la modernización de la educación fue crecientemente considerada como una pieza infaltable.




    Durante 1994, en el primer año del segundo Gobierno democrático, el Presidente de la República convocó a representantes de diferentes sectores del país, incluyendo entre otros al Colegio de Profesores, los empresarios, las iglesias y los sostenedores educacionales, para conformar una Comisión Nacional para la Modernización de la Educación, que presentó un conjunto ambicioso y diverso de sugerencias de política educativa que, en conjunto, valoraba la educación de manera significativamente más relevante a la ejercida hasta el momento. Las recomendaciones de la Comisión fueron llevadas por el ministro de Educación a la arena política, logrando un amplio acuerdo por la educación en torno a estas ideas con todos los partidos políticos con representación en el Congreso. Como diría luego el ministro de Hacienda dirigiéndose al país en cadena nacional: en adelante, la educación sería «la definitiva primera prioridad». En su Mensaje a la Nación el 21 de mayo de 1996, el Presidente de la República anunció el inicio de la Reforma Educacional. Era la hora de ser ambiciosos.




    




    La reforma educacional tuvo, básicamente, cuatro dimensiones, cuatro «pilares», como se les denominó (Cox 2003). La primera de ellas consistía en una prolongación, expansión y fortalecimiento de los programas de mejoramiento, que habían sido el sello del Gobierno anterior. Los programas de mejoramiento consolidaban su tránsito desde la innovación en los bordes del aparato del Estado hacia el corazón de la política educacional. Fue su periodo de mayor protagonismo.




    La segunda dimensión incluyó un heterogéneo paquete de medidas de apoyo a la profesión docente, pero sin una política integral, coherente y de largo plazo (Avalos 2003). Se creó un programa de fortalecimiento de la formación inicial docente, que entregó recursos a las universidades para mejorar su infraestructura y equipamiento, y renovar su currículum y personal académico. Se implementó un programa masivo de perfeccionamiento docente, que incluyó cursos más o menos tradicionales en torno a la reforma curricular, y se inició un programa de pasantías para docentes en el extranjero. Finalmente, se ensayó con incentivos monetarios hacia los profesores, los que incluyeron la entrega de un bono mensual por dos años a quienes trabajasen en los establecimientos ubicados en el cuarto superior de desempeño en relación a establecimientos de similar composición socioeconómica de los estudiantes –para lo cual se creó el SNED, un índice que medía el desempeño de los establecimientos de diferente tipo, sobre todo basado en los resultados de aprendizaje de los alumnos, medidos por el SIMCE (Mizala y Romaguera 2002).




    La tercera dimensión de la reforma educacional de los años noventa fue el componente más tradicionalmente asociado con una reforma educacional: la reforma curricular (Gysling 2003). Basándose en los acuerdos alcanzados por la Comisión Nacional en 1995, el Ministerio de Educación propuso y logró la aprobación por el Consejo Superior de Educación de un nuevo currículum para la educación básica (1996) y la educación media (1998).




    La implementación del nuevo currículum se hizo bajo la forma de nuevos planes y programas de estudio para todos los cursos de ambos niveles, aplicados gradualmente entre 1997 y 2002. El nuevo currículum colocó mayor énfasis en la adquisición de habilidades intelectuales superiores, el uso de nuevas tecnologías –especialmente la informática–, la expansión del ciclo de formación común –que incluye los primeros diez años de educación–, la relevancia de la formación secundaria especializada –fundamentalmente en los grados 11 y 12 de la educación técnico-profesional– y la actualización de objetivos y contenidos de todas las asignaturas. Aunque innovadora en sus contenidos y orientaciones, la reforma curricular fue, sin embargo, conservadora en aspectos más estructurales de la organización curricular, como, por ejemplo, no modificó los límites temporales de la separación entre educación primaria (8 años) y secundaria (4 años), mantuvo la separación entre liceos de formación general (científico-humanistas) y vocacional (técnico-profesionales) y, en general, el conjunto de asignaturas no sufrió cambios mayores.




    La cuarta y última dimensión fue el aumento radical del tiempo escolar, mediante la implementación universal de un régimen de jornada escolar completa (Cox 2003). El proceso de masificación de la educación había derivado en que el sistema escolar financiado con recursos públicos operara bajo una modalidad de dos turnos, lo que fue visto como una limitación para implementar el nuevo currículum, y los programas de mejoramiento, una fuente de inequidad con las escuelas de élite –muchas operaban en un solo turno más extendido– y una cierta desventaja en el concierto internacional1.




    La magnitud del cambio fue enorme. En primer lugar, se aumentó el tiempo instruccional; es decir, el tiempo dedicado a la enseñanza en 232 horas cronológicas anuales de tercero a sexto básico, 261 horas para primero y segundo medio, y entre 145 y 174 horas para el resto de los cursos. Para hacerse una idea, esto implicó, en el caso de primero y segundo medio, un aumento de aproximadamente 27% del tiempo de clases. En segundo término, se aumentó el tiempo escolar total, mediante la obligación de acomodar un solo grupo de estudiantes por establecimiento, distribuyendo el horario entre la mañana y la tarde. A esta medida hace referencia la idea de «jornada completa».




    En tercer lugar, se aumentó el monto de la subvención escolar –es decir, los fondos estatales regulares para los establecimientos– entre un cuarto y un tercio (dependiendo del nivel de enseñanza), el aumento más grande de la subvención escolar desde su creación. Y, por último, se implementó un ambicioso programa de inversión en infraestructura educacional que, extraordinariamente, benefició también a las escuelas privadas subvencionadas, para ampliar, habilitar y construir nuevos establecimientos. De nuevo, se trató de la inversión más relevante en infraestructura educacional en muchas décadas.




    Las escuelas y liceos gozaron de amplia autonomía para distribuir el nuevo tiempo disponible, acomodando sus horarios a sus intereses y posibilidades prácticas, la más importante de las cuales fue la disponibilidad de recursos humanos docentes. Un cambio tan radical aplicado en tan poco tiempo y a escala nacional no estuvo exento de problemas: muchos establecimientos enfrentaron escasez de profesores, tuvieron dificultades para organizar sus horarios y no contaron con los recursos materiales suficientes para implementar adecuadamente una jornada escolar mucho más desafiante. Con todo, la inmensa mayoría de los establecimientos participantes tardó un par de años en resolver estos asuntos, y la jornada escolar completa se constituyó en la realidad dominante del sistema escolar chileno. Más delicado ha sido satisfacer las expectativas de mejoramiento educativo, expresadas no sólo en mayores sino también en mejores oportunidades de aprendizaje para los estudiantes, por cuanto a las dificultades del cambio pedagógico se han unido nuevos fenómenos, como la dificultad para mantener la motivación y la disciplina de los estudiantes en una jornada escolar más agotadora (DESUC 2001 y 2005).




    La expansión de la jornada escolar implicó una transformación tan grande del funcionamiento del sistema escolar, y tuvo una visibilidad pública tan alta, que para la mayoría de la ciudadanía «reforma educacional» fue sinónimo de «jornada escolar completa».




    La jornada escolar completa ha sido objeto de evaluaciones de impacto en educación primaria y secundaria, demostrándose que en ambos niveles los alumnos beneficiados por esta política logran mayores resultados de aprendizaje (medidos por el SIMCE) que sus pares que no estudiaron en jornada completa, aunque en ambos casos el impacto estimado es comparativamente pequeño (Valenzuela 2005; Bellei 2009).




    La importancia de la educación para los gobiernos democráticos tiene su correlato en el enorme aumento de la inversión pública en educación escolar, la cual se triplica en términos absolutos entre 1990 y 2000, El mayor gasto, se destina fundamentalmente al significativo aumento de las subvenciones a los establecimientos escolares y de las remuneraciones de los docentes y a la extensión de la jornada escolar completa.




    La reforma educacional iniciada en 1996 combinó cambios en aspectos estructurantes del sistema escolar –como la reforma del currículum y la jornada escolar completa–, con políticas de mejoramiento de procesos –como los programas de mejoramiento y el perfeccionamiento docente–. Sin embargo, no modificó los componentes básicos del sistema escolar de mercado configurado en los años ochenta. Al contrario, en varios aspectos los ajustó o los reforzó. Por ejemplo, el tratamiento igualitario por parte del Estado a establecimientos públicos y particulares subvencionados (con y sin fines de lucro); junto a la masificación de un sistema de copago de las familias en la educación privada subvencionada por el Estado (esto es, cobrar a las familias sin perder el acceso a los recursos públicos) reimpulsaron la privatización de la educación, facilitaron una amplia diferenciación por precio de la educación subvencionada y redujeron la proporción de establecimientos educacionales gratuitos. Adicionalmente, para hacer más competitivo el mercado escolar y orientar mejor la elección de los padres, los resultados del SIMCE (incluyendo rankings de escuelas) se comenzaron a publicar en la prensa partir de mediados de la década. Finalmente, se introdujeron mecanismos de incentivos monetarios hacia los profesores, basados en la aplicación de sistemas de evaluación externos. En otras palabras, durante los años noventa el sistema escolar asistió a un doble movimiento que aumentó tanto el protagonismo del Estado mediante políticas educacionales, como la relevancia de la lógica de mercado en la operación del sistema.




    4. «Crisis de impacto» y reorientación de la reforma educacional (2000-2005)




    Durante los años noventa las políticas educacionales –especialmente en el periodo de la reforma educacional– gozaron de un enorme respaldo en la opinión pública y en el campo político. El Presidente de la República fue ovacionado de pie en el Congreso Nacional el 21 de mayo en que anunció el inicio de la reforma, la que fue protegida por un manto de legitimidad dados los consensos nacionales en que había sido gestada: se trataba de «políticas de Estado, no de un Gobierno». No es que no existieran sectores críticos al rumbo tomado, pero dichas críticas no tuvieron mayor resonancia. La reforma estaba en marcha, con paso seguro,




    No fueron sólo los consensos sociopolíticos los que respaldaron la reforma durante los años noventa. Sus autoridades pudieron mostrar resultados al país, especialmente en la dimensión que había sido definida como crítica: los aprendizajes de los alumnos. El SIMCE se fue transformando en el PIB de la educación. Así, de su evolución dependería el juicio global sobre el desarrollo del sistema escolar. Entre 1988 y 1996, los resultados en el SIMCE de lenguaje y matemática de cuarto básico de escuelas municipales y particulares subvencionadas aumentaron significativamente, y se redujo en forma notoria la brecha con las escuelas privadas sin subvención estatal. Aparentemente, los objetivos de calidad y equidad en educación se estaban logrando.




    No obstante, este periodo de «bonanza educativa» –para seguir con la metáfora económica– iba a terminar bruscamente con el cambio de milenio, cuando se desataría lo que podríamos denominar una «crisis de impacto» de la reforma educativa, uno de cuyos efectos más notorios fue la pérdida de confianza no sólo en las políticas educacionales, sino también en el sistema escolar en su conjunto.




    A mediados de 2000 se dieron a conocer los resultados de la prueba SIMCE de los alumnos de cuarto básico de 1999, los que fueron vistos como la primera evaluación nacional de la reforma, por cuanto estos alumnos habían cursado prácticamente toda su educación escolar con el nuevo currículum, y habían sido beneficiados por la mayor parte de las iniciativas de la reforma. Los resultados mostraron que, comparados con la cohorte de cuarto básico de 1996, los alumnos «de la reforma» lograban similares resultados, tanto en lectura como en matemáticas, y que la mayoría no superaba el nivel de desempeño considerado básico. Esta crítica se agudizó, al conocerse los resultados de Chile en la prueba TIMSS, a los que se agregaron más tarde los resultados de la prueba PISA, lo que profundizó el diagnóstico negativo de la educación chilena, especialmente al evaluarla con estándares exigentes. Ambos resultados, a nivel nacional e internacional, marcarían una tendencia que acompañó al país casi toda la década. Entre 1999 y 2007, la visión panorámica que predominó es que los resultados de aprendizaje de los alumnos estaban «estancados».




    Por cierto, esta interpretación dominante del estancamiento de los resultados de aprendizaje y por tanto un nulo impacto de la reforma educacional en esta dimensión, requería ser problematizada con más rigurosidad a la hora de debatir y analizar las políticas educacionales.




    En primer lugar, los instrumentos y las metodologías de comparación utilizadas para argumentar tanto sobre el progreso en los años noventa como sobre el estancamiento en el 2000 son débiles y muy poco rigurosos, debido a los importantes cambios metodológicos en el SIMCE durante el periodo (Bravo 2011). Además, el hecho mismo de que el sistema escolar estuviese en medio de una reforma curricular potencialmente invalida las conclusiones basadas en cohortes de alumnos educados bajo currículums diferentes. Finalmente, dada la multidimensionalidad de las políticas y los muchos cambios ocurridos en el mismo periodo, la mera evolución del promedio nacional de logro de una prueba como el SIMCE no es un indicador válido del impacto de la reforma, ni siquiera en la dimensión de logro académico. De hecho, desde 2006, la prueba PISA mostró un aumento significativo del logro académico de los estudiantes chilenos, una tendencia que se distanció de aquella mostrada por el SIMCE (Valenzuela et al. 2009).




    Sin embargo, en 2000, la opinión pública y el campo político no estaban para complicados argumentos académicos. El conocimiento de los resultados de las pruebas nacionales e internacionales generó un shock, gatillando un debate público que puso bajo fuego cruzado a la reforma educacional. Se había acabado la tregua: en adelante, la oposición de derecha y de izquierda, y crecientemente amplios sectores de la propia coalición gobernante, tomaron distancia de la reforma. Desde la derecha se argumentó que éste era un fracaso de las políticas impulsadas centralmente por el Estado, y los dardos se concentraron en el efecto nocivo que tendría el Estatuto Docente, al que acusaban de proteger a los profesores mediocres. Las soluciones eran sencillas: desregular la profesión docente, dar más autonomía a las escuelas públicas e implementar un sistema de evaluación con consecuencias más fuertes (Fontaine y Eyzaguirre 2001). Desde el Colegio de Profesores –más cercano a las posturas de izquierda– se acusó que este era un fracaso de la reforma como un todo y se hizo un llamado a detenerla. El sindicato docente continuó abogando por una reorientación drástica, que cambiase el paradigma de mercado por otro basado en un rol prioritario del Estado, un cierta vuelta al «Estado Docente», que privilegiara a las escuelas públicas por sobre las privadas. Los medios de comunicación hicieron su parte y se instaló en la opinión pública la idea de que la educación estaba peor que antes, a pesar de haberse triplicado los recursos invertidos en ella. Es posible afirmar que, desde entonces, la actitud dominante en la esfera pública hacia la educación ha sido de ácida crítica.




    El Gobierno que se inició en 2000 intentó imprimir un mayor dinamismo a la gestión pública, no sólo en el campo educativo. Era un Gobierno con otros ritmos que se autoimponía plazos y se comprometía ante la ciudadanía con resultados concretos. Reconociendo que la educación había sido una prioridad política y presupuestaria en la década anterior, adoptó un mensaje de impaciencia por la falta de resultados: se habían mejorado los salarios, las condiciones de trabajo y de enseñanza-aprendizaje en los establecimientos, entonces era el momento de «llevar la reforma al aula». Además, y en forma creciente, el Gobierno expresó un sentido de impotencia, por cuanto el Estado carecía de herramientas efectivas para «exigir calidad» a los docentes y a los dueños de los colegios; tampoco podía cerrar las escuelas con crónico mal desempeño.




    Así las cosas, con el objetivo inmediato de garantizar la continuidad de la reforma educacional –algunos de cuyos componentes más importantes estaban recién a medio camino–, el Gobierno se abrió a modificar algunos de sus itinerarios y a impulsar ciertos cambios que los actores estaban demandando. Se completaría la reforma curricular como estaba previsto, pero inmediatamente se haría un ajuste curricular en la educación básica, que implicaría cambios en la orientación del nuevo currículum en términos de hacer más explícita la definición de los objetivos y contenidos (Gysling, 2007). También, se daría cada vez más énfasis a la evaluación externa de aprendizajes, fortaleciéndose y expandiéndose significativamente el SIMCE y elaborándose estándares de aprendizaje. Se continuaría la implementación de la jornada escolar completa, pero se extenderían los plazos para hacerla obligatoria. Se aumentaría la cobertura de los programas compensatorios que habían demostrado cierto impacto positivo y se les complementaría con nuevos programas, cuyo común denominador fue estar centrados en la implementación curricular en el aula y en el mejoramiento de los resultados de aprendizaje, así como la participación de nuevos actores externos como agentes de cambio (universidades, profesores destacados, consultoras privadas). Finalmente se relevaría la importancia de la gestión escolar y el liderazgo directivo (Sotomayor 2006; Muñoz y Vanni 2008). Por último, se continuaría negociando aumentos salariales especiales con el Colegio de Profesores, pero se pondría en marcha un sistema nacional y obligatorio de evaluación del desempeño docente para las escuelas públicas, cuyos resultados tienen consecuencias para la promoción y estabilidad laboral, la capacitación obligatoria, así como en incentivos salariales (Weinstein 2006; Bonifaz 2011). Vistas en su conjunto, estas medidas fueron una «reforma de la reforma», una solución de compromiso para garantizar su viabilidad, pero también un ajuste necesario para aumentar su eventual impacto en los logros de aprendizaje.




    A lo anterior, se sumó una nutrida agenda de nuevas políticas de expansión de la cobertura, especialmente en educación preescolar y en educación media, y abordaje de nuevas temáticas –como la enseñanza del inglés y la educación de adultos–, que compitieron con las anteriores prioridades. En términos financieros, el gasto en educación en este periodo siguió creciendo sistemáticamente pero de forma más moderada que en los periodos anteriores, entre otras razones por la crisis económica que afectó al país.




    Aunque inicialmente definido como un proceso de ajuste de la reforma, lo cierto es que en adelante se consolidó lo que podríamos denominar un cierto «desdibujamiento» de la reforma educacional iniciada a mediados de los años noventa. Una década después de iniciada la reforma, la situación del campo educacional era muy diferente. Por una parte, las enormes inversiones en recursos didácticos e infraestructura habían cambiado significativamente las bases materiales y temporales del trabajo escolar. Los estudios mostraban que la reforma había entrado al aula, aunque no siempre en el modo en que sus diseñadores vislumbraron (Bellei 2003). La escolarización de los niños y jóvenes había continuado expandiéndose hacia abajo (educación preescolar) y hacia arriba (educación media y superior); y había una preocupación extendida por tratar de aumentar los resultados en las pruebas estandarizadas. Por otro lado, la educación ya no constituía para el campo político la «definitiva primera prioridad»: se había transformado en un campo de disputa, más que de acuerdos nacionales. En efecto, durante la campaña presidencial de 2005, la educación fue prácticamente omitida como tema de interés. Pero la historia tenía guardada una sorpresa y ésta provendría de un actor que no había jugado prácticamente ningún rol relevante desde el fin de la dictadura: el movimiento estudiantil secundario.




    5. La «nueva arquitectura» de la educación chilena (2006-2013)




    La crisis de inicios de los años 2000 reveló cierta fragilidad de los acuerdos nacionales alcanzados previamente. De manera paradojal, tanto desde la oposición de derecha como de izquierda, se reclamaba la necesidad de un cambio institucional mayor –aunque en sentidos opuestos, como hemos visto–. La «tercera vía» ensayada hasta el momento parecía haber encontrado sus límites. En efecto, en esos, el país había acumulado conocimiento y experiencia suficiente acerca de la necesidad de modificar aspectos estructurales de la organización del sistema escolar si quería gatillar procesos de mejoramiento de la calidad y la equidad más sostenidos y más significativos (OECD 2004; Banco Mundial 2007). Pero lo cierto es que el campo político no había asumido dicha orientación.




    Es en este contexto que un movimiento social entra en escena y logra producir el desempate: en 2006, los estudiantes secundarios no sólo se tomaron sus liceos, sino que también se apoderaron por un momento del campo de discusión sobre política educacional en Chile. Visto en perspectiva, el movimiento estudiantil logró romper la inercia que se había instalado en las políticas educacionales, que no dejaban lugar a cuestionamientos más estructurales sobre los cambios que requería el sistema escolar debido al empate político.




    El movimiento de los secundarios de 2006 (continuado luego por el movimiento estudiantil de 2011) tuvo claros elementos de transformación social enmarcados en un denso sustrato ideológico, y logró interpretar a una gran mayoría ciudadana, generando una adhesión y simpatías muy amplias. Los estudiantes secundarios lograron articular una demanda por igualdad de oportunidades, en torno a la noción del derecho a una educación de calidad, e identificaron en los pilares de la institucionalidad pro-mercado generada por la dictadura militar el nudo institucional a desatar, para hacer viable dicha aspiración. En concreto: fortalecer la educación pública, hacer la educación gratuita, prohibir el subsidio a escuelas con fines de lucro así como las prácticas de selección y discriminación de estudiantes, y reemplazar la ley orgánica constitucional de enseñanza (promulgada por la dictadura de Pinochet). Digámoslo de otro modo: a los ciudadanos del siglo XXI el acceso al sistema escolar ya no les bastaba. Para ellos, los estándares de calidad y las condiciones en que se desenvuelve el proceso educativo son componentes indispensables a la hora de evaluar si se ha garantizado o no el derecho a la educación, del que se saben titulares (Bellei y Cabalin 2013).




    Después de las protestas de los estudiantes secundarios, todos los cambios parecieron posibles. La Presidenta de la República convocó a mediados de 2006 a un amplio Consejo Asesor por la Calidad de la Educación para discutir y proponer lineamientos de políticas que apuntaran a mejorar la calidad y la equidad educativa. El informe del Consejo Asesor contiene una enorme cantidad y variedad de recomendaciones que van desde fortalecer el derecho a una educación gratuita y de calidad, hasta reformar la institucionalidad de administración de la educación pública, y la creación de una nueva Carrera Profesional Docente, aunque sin lograr consenso al interior del consejo respecto de una buena parte de ellas (Consejo Asesor Presidencial, 2006). Lo maximalista de la agenda del Consejo Asesor no se puede entender sólo como un efecto del espíritu reformista impuesto por el movimiento estudiantil, sino también como una expresión de la amplia insatisfacción con la calidad y la equidad de la educación nacional que tuvo eco en su interior. El «gran acuerdo» del Consejo Asesor –no muy explícito en el texto escrito– fue que la educación chilena requiere una reforma institucional mayor para avanzar en los objetivos de calidad y equidad educativa. Ciertamente, el Informe también deja muy claro el enorme espacio de disenso que persiste en Chile en torno a las políticas educacionales y a la educación en general.




    La combinación del sentido de urgencia y presión social aportados por el movimiento estudiantil con el gran consenso acerca de cambios mayores al sistema escolar aportado por el Consejo Asesor, hicieron posible lo que hasta hacía poco era improbable: generar una agenda política de transformaciones institucionales al sistema escolar. La Presidenta de la República acogió algunas de las recomendaciones recibidas y propuso construir lo que se denominó la «nueva arquitectura de la educación chilena», enviando al Parlamento un conjunto ambicioso de reformas legales. Sin embargo, la oposición de derecha criticó fuertemente las iniciativas legislativas, anunció su rechazo en el Parlamento y elaboró una propuesta alternativa. Con el propósito de hacer viables estas transformaciones, y luego de un largo y complejo proceso de negociaciones, el Gobierno, la oposición de derecha (Alianza por Chile) y la Concertación alcanzaron un Acuerdo por la Calidad de la Educación, cuyos principales frutos fueron una nueva Ley General de Educación y más tarde la creación de un Sistema de Aseguramiento de la Calidad (Larroulet y Montt 2010).




    Se trató de un hito histórico por varias razones. Primero, en el orden simbólico y político, el acuerdo implicó el compromiso para derogar la LOCE, una regulación no sólo ilegítima, sino también inadecuada para el campo educacional. Segundo, en el orden institucional, el acuerdo fue en la práctica un reconocimiento de que la simple dinámica del mercado no produce una educación competitiva ni equitativa. En cambio, se hace responsable al Estado de velar por el derecho universal a una «educación de calidad», lo que se expresa en la creación de un sistema de aseguramiento de la calidad; se creó una Superintendencia de Educación, que debe garantizar el cumplimiento de las normas y requisitos para proveer educación, incluyendo los derechos de las y los estudiantes y las familias. Finalmente, se creó una Agencia de la Calidad, la que debe orientar y evaluar tanto los logros de aprendizaje del estudiantado como los procesos internos y el desempeño de los establecimientos.




    En tercer lugar, el acuerdo consagró lo que la literatura internacional denomina una «reforma basada en estándares», cuya esencia es, en primer término, la definición de estándares educacionales, especialmente de logros de aprendizaje, pero también de procesos internos de las escuelas, cuyo cumplimiento es evaluado permanentemente y conlleva consecuencias concretas para los establecimientos. En cuarto lugar, el acuerdo prohíbe la selección académica en educación básica, no así en la educación media como era la intención original del Gobierno, y la expulsión de los estudiantes por razones académicas. Sin embargo, en la educación subvencionada, la libertad de elección de las familias siguió estando limitada por su capacidad económica, dado que el sistema de copago no se modificó.




    En quinto lugar, eleva sensiblemente las exigencias para proveer educación, en general, y para recibir recursos públicos, en particular. Sin embargo, se mantuvo la presencia de proveedores con fines de lucro en el sistema escolar, tema que ha causado fuertes debates públicos en los últimos años. Finalmente, el acuerdo reformó la estructura del sistema escolar chileno, terminando con aquella creada hace cuatro décadas y reemplazándola por una compuesta por seis años de educación básica seguidos por seis años de educación secundaria.




    Por otro lado, el Acuerdo facilitó la aprobación de la ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP), que estableció un subsidio significativamente más alto para los estudiantes más pobres, corrigiendo de esa manera un sistema de financiamiento que era neutro respecto de las condiciones socioeconómicas de las familias de los estudiantes. Pero la novedad de la SEP no fue solo la introducción de criterios de equidad en el sistema de financiamiento, sino también la asociación que estableció entre dichos recursos financieros y la exigencia por una mayor calidad del servicio educativo, y por otro lado un cambio en las estrategias de mejoramiento escolar de apoyo a través de programas nacionales de «arriba abajo», por otra que promueve el protagonismo de cada escuela en el diseño e implementación de su plan de mejoramiento, institucionalizando de paso la asistencia técnica educativa externa para apoyar dichos procesos (Weinstein et al. 2010; Muñoz y Vanni 2008).




    El acuerdo y las leyes que le siguieron también omitieron aspectos fundamentales para el mejoramiento de la calidad y la equidad de la educación chilena, como por ejemplo la preocupación por las capacidades docentes para enseñar, las capacidades de los equipos directivos y los administradores para gestionar las escuelas y liceos, así como la situación de la educación pública (Bellei, Valenzuela, Contreras 2008). Esto fue consecuencia de la lógica con que fue elaborado: el Acuerdo por la Calidad de la Educación fue, en sentido estricto, una estrategia para hacer viable la aprobación de los cambios legislativos, dado el empate político en el Congreso Nacional. Además, se explica en parte por la falta de una visión compartida al interior de la coalición de gobierno sobre las propuestas de cambio en algunos de estos ámbitos críticos.




    Cualquiera de los aspectos mencionados podría constituir por sí mismo la materia de un gran acuerdo político o la base de una reforma educacional. Juntos conforman una agenda de enorme envergadura, altamente demandante: la primera reforma educacional del siglo XXI. Con todo, es posible afirmar que la agenda de cambios, si bien nutrida, es también desbalanceada: se ha puesto más énfasis en la presión sobre los establecimientos escolares que en la generación de capacidades docentes y directivas para responder a esa presión; más énfasis en los mecanismos de incentivo que en los de apoyo; y más en generar dispositivos de accountability y control que en crear una institucionalidad pública escolar capaz de gestionarse competentemente.




    Una cierta paradoja fue que en este agitado clima de discusión, movilizaciones y percepción de crisis del sistema escolar, los resultados en las pruebas internacionales y nacionales de aprendizaje comenzaran a mostrar los primeros avances en casi una década, rompiendo el clima de decepción que se había generado con la reforma escolar y la percepción de «estancamiento». Tanto en la pruebas PISA como en la pruebas TIMMS, los estudiantes chilenos logran avances muy significativos en la última década. Estos resultados ubican a Chile como el país de mejor desempeño escolar en Latinoamérica (aunque detrás de Cuba en las pruebas UNESCO) y lo destacan como uno de los países con mayores avances entre aquellos con datos comparables en estas mediciones. Aunque, por cierto, estos resultados todavía se encuentran muy por debajo del promedio de los países de la OECD y con una enorme brecha de equidad.




    Finalmente, el año 2010 se inauguró un nuevo periodo de gobierno en el país liderado por la alianza de partidos de derecha, por primera vez en veinte años. A pesar de que el Programa de Gobierno prometía una «revolución en educación», este se puede caracterizar como un periodo de importante continuidad de las políticas educacionales, pero con un énfasis en la profundización de políticas de mercado y el uso de incentivos. Por otro lado, las políticas educacionales del gobierno estuvieron marcadas y afectadas por masivas movilizaciones de estudiantes, pero a diferencia del 2006, quienes lideraron estas movilizaciones fueron las agrupaciones estudiantiles de educación superior.




    En este contexto el Gobierno impulsó una multiplicidad de iniciativas y medidas de diverso tipo y mérito hacia el sistema escolar. Una primera prioridad durante este periodo fue la implementación de los cambios introducidos por la Ley General de Educación, en particular la organización e implementación de las nuevas instituciones del sistema escolar: la Superintendencia y la Agencia de Calidad de la Educación. En segundo lugar, una explosiva intensificación de las mediciones de aprendizajes estandarizadas, es decir las pruebas SIMCE, tanto respecto de su frecuencia como de nuevos niveles y sectores curriculares evaluados. Para tener una magnitud: en los últimos tres años se aplicaron 40 pruebas SIMCE, mientras en los tres años previos, 20, y «sólo» 9 en los tres primeros años de la década del 2000. El gobierno también creó programas de incentivos para graduados de educación secundaria que quisieran seguir la carrera docente, vinculándolos a sus puntajes en los tests de admisión universitaria (PSU).




    En tercer lugar, el fortalecimiento de las atribuciones de los directivos escolares, de los mecanismos para su selección y la puesta en marcha de un plan masivo de becas para su formación. En cuarto lugar, la creación de sesenta «liceos de excelencia» (en los que la admisión depende del desempeño previo de los alumnos), fuertemente enfocados en el logro académico; este programa ha sido fuertemente criticado por el probable aumento de la segregación académica que generaría. Finalmente, un importante cambio curricular, que ha sido criticado tanto por su implementación apresurada como por su énfasis en los subsectores (considerados) «básicos»: lenguaje y matemática, aumentando su participación horaria en el Plan de Estudios a costa de la de otros subsectores y del tiempo de libre disposición de las escuelas.




    Aunque anunciadas con enorme retórica mediática, estas políticas carecieron del relato y visión de conjunto de una reforma; tampoco lograron constituirse como una política educacional coherente y comprehensiva del cambio educacional (con aún mayor dificultad podrían llamarlas «revolución educacional»); representaron más bien la exacerbación de una reforma basada en estándares (Berner y Bellei 2011).




    6. La educación como derecho social: ¿superando el modelo de mercado? (desde 2014)




    La reelección de la presidenta Michelle Bachelet a fines del 2013 trajo consigo el compromiso de un conjunto radical y ambicioso de reforma educativa, que pretende reducir la mercantilización del sistema escolar chileno y un cambio de paradigma que transforme a la educación en un derecho social más que en un bien de consumo, lo que implica un fuerte giro en la orientación de las políticas educacionales de las últimas tres décadas. Los ejes de esta propuesta de reforma son convergentes con la demanda de los movimientos estudiantiles, así como con la pretensión de contar con un sistema escolar más justo y competitivo.




    En términos sintéticos, la reforma anunciada para la educación básica y media contempla, en primer lugar, prohibir los proveedores privados subvencionados por el Estado con fines de lucro, lo que tiene como principal objetivo asegurar que el gasto público en educación se destinará directamente a mejorar la calidad y que no sea el afán de lucro el motor de la gestión de los proveedores privados. En segundo lugar, terminar con toda forma de selección académica y gradualmente con el copago, de manera de alcanzar una educación más inclusiva, gratuita para todos y menos segregada. En tercer lugar, fortalecer la educación pública, reemplazando la administración municipal por una nueva institucionalidad. Por último, mejorar las condiciones laborales y la formación de los profesores a través de la construcción de una nueva carrera docente, de manera de mejorar las capacidades del sistema escolar. Para financiar estas políticas, el gobierno logró la aprobación de una reforma tributaria, comprometiendo la mayor parte de los recursos adicionales al sector educación.




    Para el Gobierno, los cuatro compromisos con el sistema escolar incluyen componentes de una reforma integral y estructural que acercarían el sistema chileno a prácticas reconocidas en países con sistemas escolares de mayor calidad y equidad. Sin embargo, las reformas anunciadas por la presidenta Bachelet presentan enormes complejidades técnicas, financieras y todavía mayores desafíos políticos, dadas las grandes expectativas de la ciudadanía y las marcadas diferencias ideológicas en el mundo político y en la sociedad en general respecto del rol del Estado y el mercado en educación (lo que incluye discrepancias doctrinarias sobre el derecho a la educación y la libertad de enseñanza). De hecho, los representantes de la educación privada (incluida la Iglesia Católica, actor clave de la educación en Chile) y los líderes políticos de la oposición de derecha han sido muy críticos de diferentes aspectos de las reformas, argumentando que ponen en peligro la diversidad de proveedores de educación y la libertad de enseñanza, y que no apuntarían a mejorar la calidad de la educación. Así, la viabilidad de la reforma educacional de Bachelet es incierta.




    7. Conclusión




    En las últimas tres décadas el sistema escolar chileno ha sido objeto de profundas transformaciones, impulsadas por políticas estatales que han actuado efectivamente sobre su organización institucional, sus condiciones y sus prácticas. En la figura siguiente se resumen las principales aproximaciones de política educacional aplicadas.




    Hasta mediados de la década de los setenta, el modo de organización y regulación del sistema escolar chileno corresponde a lo que en la literatura se denomina un régimen «burocrático profesional» (Maroy 2009), que se caracterizaba básicamente por un fuerte poder del Estado y centralización de las escuelas, una importante influencia del sindicato docente y una gran autonomía de los profesores en sus prácticas docentes. Las escuelas privadas no eran parte del sistema público y operaban con autonomía, pero con un apoyo marginal del Estado.




    En el primer periodo, durante los ochenta, las políticas se orientaron a limitar la acción del Estado sobre el sistema escolar, acabando con la matriz centenaria del Estado Docente, generando las condiciones para que las unidades y los actores educacionales comandaran su acción con una lógica de mercado. Este modelo de «libre mercado» responde a la crítica por la ineficiencia de los modelos burocráticos y la captura del sistema por grupos de interés, en particular de los docentes. Por cierto, en Chile este fue parte de una reforma neoliberal que comprendió todos los sectores de la economía y la política social.




    En un segundo momento, entre 1990 y 2005, las políticas educacionales recobraron un rol más protagónico para el Estado, manteniendo y fortaleciendo el ordenamiento de mercado, pero complementándolo con una autoridad pública promotora del mejoramiento y la equidad del sistema. En esta forma de conciliar Estado y mercado en educación, que podemos llamar un «modelo híbrido» de regulación, operan al mismo tiempo dos orientaciones de políticas en permanente tensión: la competencia y la acción directa del Estado. Esta «tercera vía» en educación mostró su agotamiento y la reforma educacional que la había impulsado terminó por desdibujarse.




    En un tercer periodo, desde 2006, a partir de la evolución de la propia reforma y –sobre todo– la demanda del movimiento estudiantil, el país inició un nuevo periodo de transformaciones institucionales en la educación escolar. Esta vez no se trata sólo de un Estado que complementa al mercado con recursos e incentivos, sino de un Estado que intenta además guiar al mercado mediante metas, regulaciones, evaluaciones y fiscalizaciones, que le permitan «exigir» calidad educativa y establecer un mayor grado de responsabilización a las escuelas. Estas políticas de «reforma basada en estándares» son propias del modelo de regulación de los sistemas escolares que se denomina «Estado evaluador» (Neave 1988; Maroy 2009), que surge como respuesta a la ineficacia del modo de regulación «de compromiso» de la década de los noventa y la crítica y urgencia por lograr mejoramientos en los resultados de aprendizajes de los estudiantes (Martinic 2010).
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